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Panel integrado por su presidenta, la Jueza Fraticelli Torres; el Juez 
Rivera Colón y la Juez Lebrón Nieves  

 
Lebrón Nieves, Juez Ponente 
 
 

SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico, a 25 de septiembre de 2018. 

Comparece ante este Tribunal de Apelaciones, la Señora Sol 

Angélica París Calderón y otros (en adelante, los demandados 

peticionarios), mediante el recurso de apelación de epígrafe, el cual 

se acoge como recurso de certiorari por ser lo procedente en 

derecho,1 y nos solicitan la revocación de la Orden emitida por el 

Tribunal de Primera Instancia, Sala de Carolina, el 19 de julio de 

2018, notificada el 26 de julio de 2018.  

Mediante el aludido dictamen, el foro a quo declaró No Ha 

Lugar la Urgente Moción de Reconsideración al Amparo de la Regla 

47 de las de Procedimiento Civil Vigentes y Reiterando Procedencia 

                                                 
1 Sin embargo, no enmendamos el epígrafe del recurso, el cual mantiene la identificación 

alfanumérica asignada por la Secretaría del Tribunal de Apelaciones.  
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de Urgente Acción Independiente de Nulidad de Sentencia Dentro del 

Mismo Pleito, Moción Solicitando Desestimación, se Detenga Proceso 

de Ejecución, Solicitando Anulación de Subasta, se Detenga Proceso 

de Des[ah]ucio; se Archive el Presente Caso para Fines Estadísticos, 

presentada por la parte demandada peticionaria. 

Por los fundamentos que a continuación expondremos, 

expedimos el presente recurso de certiorari y confirmamos el 

dictamen recurrido.   

I 

 El 29 de octubre de 2014, Santander Financial Services Inc. 

(en adelante, parte demandante recurrida o Santander Financial), 

presentó Demanda en contra de los demandados peticionarios sobre 

ejecución de hipoteca por la vía ordinaria. Las partes fueron 

emplazadas personalmente. 

El 30 de diciembre de 2014, Santander Financial presentó 

ante el foro primario escrito titulado Moción Solicitando Anotación de 

Rebeldía y que se Dicte Sentencia Conforme a la Regla 45.2 (b) de 

Procedimiento Civil. 

Así las cosas, el 17 de marzo de 2014, notificada el 30 de 

marzo de 2015, el Tribunal de Primera Instancia dictó Sentencia en 

rebeldía y declaró Con Lugar la Demanda. Con posterioridad, el 16 

de diciembre de 2015, notificada en la misma fecha, el foro recurrido 

emitió Sentencia Nunc Pro Tunc. 

Luego de varias incidencias procesales, el 7 de junio de 2018, 

la parte demandada peticionaria presentó ante el Tribunal de 

Primera Instancia la Urgente Nulidad de Sentencia Dentro del Mismo 

Pleito, Solicitud de Paralización, la cual fue declarada No Ha Lugar el 

20 de junio de 2018, notificada el 25 de junio de 2018. En dicha 

moción la parte demandada peticionaria adujo, entre otras cosas:  

19. Informamos que la parte aquí demandada, inter 
alia, es parte interesada en el caso pendiente ante 
el Tribunal de Distrito Federal para el Distrito de 
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Puerto Rico, antes citado y dicha demanda incide 
sobre los hechos alegados y las partes envueltas 

en el caso de epígrafe. 
 

[……..] 
 
28. Que debido a que el caso ante el foro federal 

incide en los hechos y las partes presentes en el 
caso de epígrafe, procede que este Honorable 
Tribunal ordene la paralización de todo 

procedimiento en el presente caso y disponga el 
archivo del mismo sin perjuicio para fines 

estadísticos, según lo establece la regla 49.2 de 
las de Procedimiento Civil vigentes. 

 

Oportunamente, el 29 de junio de 2018, la parte demandada 

peticionaria, presentó ante el foro primario la Urgente Moción de 

Reconsideración al Amparo de la Regla 47 de las de Procedimiento 

Civil Vigentes y Reiterando Procedencia de Urgente Acción 

Independiente de Nulidad de Sentencia Dentro del Mismo Pleito, 

Moción Solicitando Desestimación, se Detenga Proceso de Ejecución, 

Solicitando Anulación de Subasta, se Detenga Proceso de Des[ah]ucio; 

se Archive el Presente Caso para Fines Estadísticos. Examinada la 

antes referida moción, el foro a quo declaró la misma No Ha Lugar 

el 19 de julio de 2018, notificada el 26 de julio de 2018. 

Inconforme con dicha determinación, la parte demandada 

peticionaria acude ante este foro apelativo y le imputa la comisión 

del siguiente error al foro de primera instancia: 

Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al 
decretar No Ha Lugar la acción de nulidad y posterior 

reconsideración presentada por la parte apelante y al no 
ordenar la paralización y el archivo del caso para fines 

estadísticos cuando en el caso de marras se está 
impugnando la otorgación de un préstamo hipotecario 
sin cumplirse con los requisitos y criterios para su 

aprobación y otorgación, lo que constituye “predatory 
lending”.  
 

 El 6 de septiembre de 2018 compareció ante este foro la parte 

apelada mediante Oposición a “Recurso de Apelación”.  Con el 

beneficio de la comparecencia de ambas partes, estamos en posición 

de resolver el recurso ante nuestra consideración. 
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II 

A 

El certiorari es un recurso extraordinario mediante el cual un 

tribunal de jerarquía superior puede revisar a su discreción una 

decisión de un tribunal inferior.  Pueblo v. Díaz de León, 176 DPR 

913, 917 (2009).  Distinto a los recursos de apelación, el tribunal 

de superior jerarquía tiene la facultad de expedir el auto de certiorari 

de manera discrecional.   

 La discreción del foro apelativo intermedio “debe responder a 

una forma de razonabilidad, que aplicada al discernimiento judicial, 

sea una conclusión justiciera y no un poder para actuar en una 

forma u otra, haciendo abstracción del resto del Derecho”.  Torres 

Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 DPR 83, 98 (2008).      

De esa manera, la discreción se "nutr[e] de un juicio racional 

apoyado en la razonabilidad y fundamentado en un sentido llano de 

justicia; no es función al antojo o voluntad de uno, sin tasa ni 

limitación alguna". (Citas omitidas). SLG Zapata-Rivera v. J.F. 

Montalvo, 189 DPR 414, 435 (2013). 

Ahora bien, dicha “discreción no opera en lo abstracto. A esos 

efectos, la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 

LPRA Ap. XXII-B, R. 40, enumera los criterios que dicho foro deberá 

considerar, de manera que pueda ejercer sabia y prudentemente su 

decisión de atender o no las controversias que le son 

planteadas”.2  Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, supra, pág. 97.  

                                                 
2 La referida regla dispone lo siguiente:     
 
“El Tribunal tomará en consideración los siguientes criterios al determinar la expedición 
de un auto de certiorari o de una orden de mostrar causa: 

(A)  Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida, a diferencia de sus fundamentos, 
son contrarios a derecho.   
(B)  Si la situación de hechos planteada es la más indicada para el análisis del problema.     
(C)  Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y manifiesto en la apreciación de la 
prueba por el Tribunal de Primera Instancia.     
(D)  Si el asunto planteado exige consideración más detenida a la luz de los autos originales, 
los cuales deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados.     
(E)  Si la etapa de los procedimientos en que se presenta el caso es la más propicia para su 
consideración.     
(F)  Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa no causa un fraccionamiento 
indebido del pleito y una dilación indeseable en la solución final del litigio.   
(G)  Si la expedición del auto o de la orden de mostrar causa evita un fracaso de la justicia”.    

javascript:searchCita('189DPR414')
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Sin embargo, “ninguno de los criterios antes expuestos en la 

Regla 40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 L.P.R.A Ap. 

XXII-A, es determinante, por sí solo, para este ejercicio de 

jurisdicción, y no constituye una lista exhaustiva”. García v. Padró, 

165 DPR 324, 327 (2005). Por lo que, de los factores mencionados 

“se deduce que el foro apelativo intermedio evaluará tanto la 

corrección de la decisión recurrida así como la etapa del 

procedimiento en que es presentada; esto, para determinar si es la 

más apropiada para intervenir y no ocasionar un fraccionamiento 

indebido o una dilación injustificada del litigio”. Torres Martínez v. 

Torres Ghigliotty, supra, pág. 97. 

El certiorari, como recurso extraordinario discrecional, debe 

ser utilizado con cautela y solamente por razones de peso.  Pérez v. 

Tribunal de Distrito, 69 DPR 4, 7 (1948).  Éste procede cuando no 

está disponible la apelación u otro recurso que proteja eficaz y 

rápidamente los derechos del peticionario.  Pueblo v. Tribunal 

Superior, 81 DPR 763, 767 (1960).  Además, como se sabe, "los 

tribunales apelativos no debemos, con relación a determinaciones 

interlocutorias discrecionales procesales, sustituir nuestro criterio 

por el ejercicio de discreción del tribunal de instancia, salvo cuando 

dicho foro haya incurrido en arbitrariedad o craso abuso de 

discreción".  Meléndez v. Caribbean Int’l News, 151 DPR 649, 664-

665 (2000); Lluch v. España Service Sta., 117 DPR 729, 745 (1986). 

       B 

La Regla 49.2 de las de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, 

R.49.2, establece el mecanismo procesal que se tiene disponible 

para solicitarle al foro de instancia el relevo de los efectos de una 

sentencia cuando esté presente alguno de los fundamentos allí 

expuestos. Esta regla provee un mecanismo post sentencia para 

impedir que se vean frustrados los fines de la justicia mediante 
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tecnicismos y sofisticaciones. (Citas omitidas). García Colón et al. v. 

Sucn. González, 178 DPR 527, 539 (2010).  

Este precepto procesal civil tiene como fin establecer el justo 

balance entre dos (2) principios de cardinal importancia en nuestro 

ordenamiento jurídico. Por un lado, el interés de que los casos se 

resuelvan en los méritos haciendo justicia sustancial. Por el otro, 

que los litigios lleguen a su fin. (Citas omitidas). García Colón et al. 

v. Sucn. González, pág. 540.  

Por su parte, la Regla 49.2 de Procedimiento Civil, supra, 

dispone específicamente, como sigue:  

Regla 49.2. Errores, inadvertencia, sorpresa, 

negligencia excusable, descubrimiento de nueva 
prueba, fraude, etc.  

  

Mediante una moción y bajo aquellas condiciones que 

sean justas, el tribunal podrá relevar a una parte o a su 
representante legal de una sentencia, orden o 
procedimiento por las razones siguientes:   

  

 (1) Error, inadvertencia, sorpresa, o negligencia 
excusable; 

 
(2) Descubrimiento de evidencia esencial que, a 
pesar de una debida diligencia, no pudo haber sido 

descubierta a tiempo para solicitar un nuevo juicio de 
acuerdo con la Regla 48; 
 

(3) Fraude (incluyendo el que hasta ahora se ha 
denominado intrínseco y también el llamado 

extrínseco), falsa representación u otra conducta 
impropia de la parte adversa; 
 

(4) Nulidad de la sentencia; 
 

(5) La sentencia ha sido satisfecha, renunciada, o se 
ha cumplido con ella, o la sentencia anterior en que se 
fundaba ha sido revocada o de otro modo dejada sin 

efecto, o no sería equitativo que la sentencia continuare 
en vigor; o 
 

(6) Cualquier otra razón que justifique la concesión 
de un remedio contra los efectos de una sentencia.   

  

Las disposiciones de esta regla no serán aplicables a las 
sentencias dictadas en pleitos de divorcio, a menos que 
la moción se funde en las razones (c) o (d) de esta regla. 

La moción se presentará dentro de un término 
razonable, pero en ningún caso después de 

transcurridos seis (6) meses de haberse registrado la 
sentencia u orden o haberse llevado a cabo el 
procedimiento.  
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[. . .]  

Para que proceda el relevo de sentencia bajo la Regla 49.2 de 

Procedimiento Civil, supra, es necesario que el peticionario aduzca, 

al menos, una de las razones enumeradas en esa regla para tal 

relevo. El peticionario del relevo está obligado a justificar su 

solicitud amparándose en una de las causales establecidas en la 

regla. Ahora bien, relevar a una parte de los efectos de una sentencia 

es una decisión discrecional, salvo en los casos de nulidad o cuando 

la sentencia ha sido satisfecha. García Colón et al. v. Sucn. González, 

pág. 540.  

Para conceder un remedio contra los efectos de una 

sentencia, el tribunal debe determinar si bajo las circunstancias 

específicas del caso existen razones que justifiquen tal 

concesión. Así, si la parte que solicita el relevo aduce una buena 

defensa –además de alguna de las circunstancias previstas en la 

Regla 49.2 de Procedimiento Civil, supra, ya mencionadas- y el 

relevo no ocasiona perjuicio alguno a la parte contraria, este debe 

ser concedido. De ahí que, como regla general la existencia de una 

buena defensa debe siempre inclinar la balanza a favor de la 

reapertura. García Colón et al. v. Sucn. González, supra, págs. 540-

541.  

Por igual, el Tribunal Supremo de Puerto Rico, ha expresado, 

con relación a la Regla 49.2 de Procedimiento Civil, supra: “que el 

precepto debe interpretarse liberalmente y cualquier duda debe 

resolverse a favor del que solicita que se deje sin efecto una 

anotación de rebeldía o una sentencia o, a fin de que el proceso 

continúe y el caso pueda resolverse en sus méritos”.  Empero, la 

consabida regla no constituye una llave maestra para reabrir 

controversias, ni sustituye los recursos de apelación o 

reconsideración.  Es decir, el precepto no está disponible para 

alegar cuestiones sustantivas que debieron ser planteadas 
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mediante los recursos de reconsideración y apelación. (Énfasis 

nuestro) (Citas omitidas). García Colón et al. v. Sucn. González, 

supra, pág. 541.  

Por otro lado, el inciso (4) de la Regla 49.2 de Procedimiento 

Civil, supra, le otorga al Tribunal la facultad de relevar a una parte 

de los efectos de una sentencia cuando se determine su nulidad. 

Una sentencia es nula cuando se ha dictado sin jurisdicción o 

cuando al dictarla se ha quebrantado el debido proceso de ley. (Citas 

omitidas). García Colón et al. v. Sucn. González, supra, pág. 543.  

Es importante destacar, que bajo este fundamento no hay 

margen de discreción como si lo hay bajo los otros fundamentos de 

la Regla 49.2 de Procedimiento Civil, supra; si una sentencia es nula, 

tiene que dejarse sin efecto independientemente de los méritos que 

pueda tener la defensa o la reclamación del perjudicado. Sobre el 

particular ha manifestado este Tribunal que:  

“...la discreción que tiene un tribunal, al amparo de las 
disposiciones de la referida Regla 49.2 de Procedimiento 

Civil, para relevar a una parte de los efectos de una 
sentencia resulta inaplicable cuando se trata de una 

sentencia que es “nula”; si es nula, no hay discreción 
para el relevo, hay obligación de decretarla nula.  
 

Es inescapable la conclusión, en consecuencia, que 
ante la certeza de nulidad de una sentencia, resulta 
mandatorio declarar su inexistencia jurídica; ello 

independientemente del hecho de que la solicitud a 
tales efectos se haga con posterioridad a haber expirado 

el plazo de seis (6) meses establecido en la antes citada 
Regla 49.2 de Procedimiento Civil. (Citas omitidas). 
Montañez v. Policía de Puerto Rico, 150 D.P.R. 917, 921-

922 (2000). Véanse, Bco. Santander P.R. v. Fajardo 
Farms Corp., 141 D.P.R. 237, [243-244] (1996); 

Figueroa v. Banco de San Juan, 108 D.P.R. 680, [689] 
(1979).” (Citas omitidas). García Colón et al. v. Sucn. 
González, supra, págs. 543-544. 
 

C 
 

Como es sabido, los tribunales apelativos no debemos, con 

relación a determinaciones interlocutorias discrecionales 

procesales, sustituir nuestro criterio por el ejercicio de discreción 

del tribunal de instancia, salvo cuando dicho foro haya incurrido en 
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arbitrariedad o craso abuso de discreción. Meléndez v. Caribbean 

Int’l. News, 151 DPR 649, 664 (2000).  

La tarea de determinar cuándo un tribunal ha abusado de su 

discreción no es fácil, sin embargo, el adecuado ejercicio de 

discreción judicial está estrechamente relacionado con el concepto 

de razonabilidad. Rivera Durán v. Banco Popular, 152 DPR 140, 155 

(2000). 

III 

En su escrito ante nos, la parte demandada peticionaria 

sostiene que erró el Tribunal de Primera Instancia al decretar No Ha 

Lugar la acción de nulidad y posterior reconsideración presentada 

por la parte apelante y al no ordenar la paralización y el archivo del 

caso para fines estadísticos cuando en el caso de marras se está 

impugnando la otorgación de un préstamo hipotecario sin cumplirse 

con los requisitos y criterios para su aprobación y otorgación, lo que 

constituye “predatory lending”. 

En apretada síntesis, la parte peticionaria, nos invita a que 

revoquemos una Resolución que denegó la “Urgente nulidad de 

sentencia dentro del mismo pleito, solicitud de paralización” incoada 

el 7 de junio de 2018.3 Mediante dicha moción la parte peticionaria 

pretendía que el foro primario dejara sin efecto la Sentencia dictada 

el 17 de marzo de 2015 y notificada y archivada en autos el 30 del 

mismo mes y año.  Como mencionamos previamente, el 11 de 

diciembre de 2015, notificada el 16 de diciembre de 2018, la primera 

instancia judicial dictó Sentencia Nunc Pro Tunc.  

Inconforme, la parte peticionaria presentó Urgente Moción de 

Reconsideración al Amparo de la Regla 47 de las de Procedimiento 

Civil Vigentes y Reiterando Procedencia de Urgente Acción 

Independiente de Nulidad de Sentencia Dentro del Mismo Pleito, 

                                                 
3 El 20 de junio de 2018, notificada el 25 de junio de 2018, la primera instancia judicial 
declaró la misma No Ha Lugar. 
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Moción Solicitando Desestimación, se Detenga Proceso de Ejecución, 

Solicitando Anulación de Subasta, se Detenga Proceso de Des[ah]ucio; 

se Archive el Presente Caso para Fines Estadísticos. Examinada la 

antes referida moción, el foro a quo declaró la misma No Ha Lugar 

el 19 de julio de 2018, notificada el 26 de julio de 2018. 

Tal y como discutiéramos previamente, la Regla 49.2 de 

Procedimiento Civil, supra, provee un mecanismo procesal post 

sentencia para impedir que tecnicismos y sofisticaciones frustren 

los fines de la justicia e incorpora la facultad de los tribunales para 

dejar sin efecto alguna sentencia, siempre y cuando exista causa 

justificada, a la luz de los criterios de la Regla en cuestión.  Por lo 

tanto, el promovente de una moción bajo la Regla 49.2 de 

Procedimiento Civil, supra, debe acreditar con prueba admisible que 

existe al menos uno de los requisitos de dicha Regla.   

Al aplicar la norma jurídica al caso ante nuestra 

consideración, es preciso puntualizar que, la parte peticionaria no 

ha establecido ni acreditado que estemos ante alguna de las 

circunstancias que amerite el relevo de sentencia en ninguna de sus 

comparecencias tanto ante el foro recurrido como ante este foro 

revisor. Como dijimos, para que proceda el relevo de sentencia bajo 

la Regla 49.2 de Procedimiento Civil, supra, es necesario que el 

peticionario aduzca, al menos, una de las razones enumeradas en 

esa regla para tal relevo. El peticionario del relevo está obligado a 

justificar su solicitud amparándose en una de las causales 

establecidas en la regla. García Colón et al. v. Sucn. González, supra, 

a la pág. 540; Reyes v. E.L.A. et als., 155 DPR 799, 809 (2001).    

Ahora bien, independientemente de la existencia de uno de los 

fundamentos expuestos en la Regla 49.2 de Procedimiento Civil, 

supra, el relevar a una parte de los efectos de una sentencia es una 

decisión discrecional, salvo en los casos de nulidad o cuando la 
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sentencia ha sido satisfecha. Náter v. Ramos, supra, a la pág. 624; 

Rivera v. Algarín, 159 DPR 482, 490 (2003).   

Sobre la facultad de dejar sin efecto una rebeldía de acuerdo 

con la Regla 49.2 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 49.2, en 

Neptune Packing v. Wackenhut Corp., 120 DPR 283, 294 (1988), 

nuestro Tribunal Supremo dispuso “que los criterios inherentes a la 

Regla 49.2, supra, tales como si el peticionario tiene una buena 

defensa en sus méritos, el tiempo que media entre la sentencia y la 

solicitud de relevo y el grado de perjuicio que pueda ocasionarle a la 

otra parte la concesión del relevo de sentencia, son igualmente 

aplicables cuando se solicita que una sentencia dictada en rebeldía 

sea dejada sin efecto”. 

La parte peticionaria incumple con la carga de establecer que 

estemos ante unas circunstancias que ameriten el relevo solicitado. 

Máxime, cuando la solicitud del relevo de relevo de sentencia es 

incoada casi tres años con posterioridad a que la aludida sentencia 

advino final y firme. Conforme lo establece nuestro ordenamiento 

procesal, la moción de relevo de sentencia debe presentarse dentro 

de un término razonable que en ningún caso exceda los seis (6) 

meses que para ello dispone la Regla 49.2 de Procedimiento Civil, 

supra.  Piazza v. Isla del Río, Inc., 158 DPR 440, 449 (2003).  Sobre 

este particular, nuestro Tribunal Supremo ha resuelto que el 

término de seis (6) meses para la presentación de la moción de relevo 

de sentencia es fatal.  Piazza v. Isla del Río, Inc., supra a las págs. 

440, 449, Sánchez Ramos v. Troche Toro, 111 DPR 155, 157 (1981); 

Mun. de Coamo v. Tribunal Superior, 99 DPR 932, 937 (1971); Srio. 

del Trabajo v. Tribunal Superior, 91 DPR 864, 867 (1965).  

Transcurrido dicho plazo no puede adjudicarse la solicitud de relevo.  

Bco. Santander P.R. v. Fajardo Farms Corp., 141 DPR 237, 243 

(1996). García Colón et al. v. Sucn. González, supra, a la pág. 542-

543. 
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En esencia, aunque la parte peticionaria reconoce que el 

término de seis meses estatuido por la Regla 49.2 de Procedimiento 

Civil, supra, es uno fatal, arguye que esta regla debe “interpretarse 

liberalmente y cualquier duda debe resolverse a favor del que solicita 

que se deje sin efecto una anotación de rebeldía o una sentencia, a 

fin de que el proceso continúe y el caso pueda resolverse en los 

méritos.” Insiste en que en circunstancias como las del caso que nos 

ocupa, “no debe disponerse de una moción de esta naturaleza sin 

celebrar una audiencia y oír a las partes.” No nos persuade. 

En el caso que hoy atendemos, la parte peticionaria fue 

emplazada personalmente el 14 de noviembre de 2014.  Siendo ello 

así, el foro a quo adquirió jurisdicción sobre su persona.  A pesar de 

que la parte peticionaria fue debidamente emplazada, se cruzó de 

brazos y no contestó la demanda ni compareció de ningún otro modo 

a defenderse de las alegaciones en su contra.  Conforme surge del 

tracto procesal del caso, para la fecha en que la parte peticionaria 

comparece por primera vez ante el foro primario, ya se le había 

anotado la rebeldía y había recaído sentencia en su contra.  

Es luego de que la sentencia advino final y firme, que la parte 

peticionaria mediante unas alegaciones genéricas y sin prueba que 

las apoye, pretende dejar sin efecto la misma.  Reiteramos que, 

conforme lo establece la doctrina, la consabida Regla 49.2 no 

constituye una llave maestra para reabrir controversias, ni 

sustituye los recursos de apelación o reconsideración.  Es decir, 

el precepto no está disponible para alegar cuestiones 

sustantivas que debieron ser planteadas mediante los recursos 

de reconsideración y apelación. 

Por último, la parte peticionaria nos solicita que paralicemos 

los procedimientos del caso que se ventila ante el foro de instancia 

alegando que actualmente existe un caso relacionado que se 

dilucida ante el foro federal. Sin embargo, una vez más, la parte 
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peticionaria falla al no poner a este foro en condiciones de constatar 

la existencia de dicho caso ni la pertinencia al caso de autos. Por 

consiguiente, no nos persuaden sus argumentos. 

Nuestra Máxima Curia ha reiterado que los tribunales 

apelativos “no debemos intervenir con las determinaciones de los 

juzgadores de primera instancia, salvo que medie pasión prejuicio, 

parcialidad o error manifiesto”. Serrano Muñoz v. Auxilio Mutuo, 171 

D.P.R. 717, 741 (2007); Álvarez v. Rivera, 165 D.P.R. 1, 25 (2005); 

Rodríguez v. Concreto Mixto, Inc., 98 D.P.R.579, 593 (1970). 

Rodríguez et al. v. Hospital et al., 186 D.P.R. 889, 908-909. 

IV 

Por los fundamentos antes expuestos, expedimos el presente 

recurso de certiorari y confirmamos el dictamen recurrido.   

Notifíquese. 

Lo acordó y manda el Tribunal y certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 

 
Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
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